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República de Colombia  

Rama Judicial del Poder Público  

  

JUZGADO VEINTICUATRO CIVIL MUNICIPAL  

  

SENTENCIA DE TUTELA  

  

Bucaramanga, once (11) de mayo de dos mil veintitrés (2023). 

  

Procede el despacho a proferir sentencia dentro del presente asunto, a términos 

del artículo 22 del Decreto 2591 de 1991, previo los siguientes, 

 

I. ANTECEDENTES  

 

EFRAIN LOPEZ JEREZ formuló acción de tutela, por considerar que la entidad 

accionada ha vulnerado su derecho fundamental de petición, con base en los 

hechos que a continuación se sintetizan:  

 

• Cuenta que el 28 de Noviembre del año 2022, radicó ante la Dirección 

Territorial Atlántico del Ministerio de Transporte, una solicitud pidiendo la 

desvinculación de un vehículo de su propiedad, por medio del radicado 

20223032174752, pero a la fecha dicha petición no ha sido resuelta a 

pesar de haber cumplido todos los requerimientos. 

 

• Refiere que el 28 de Diciembre del año inmediatamente anterior, envió un 

requerimiento a la misma dependencia, por medio del radicado 

20223032335682 

 

• Dice que posteriormente, la accionada le envió un requerimiento, al cual le 

dio respuesta mediante el radicado número 20233030350182, pero no ha 

obtenido respuesta alguna.  

 

• Manifiesta que requiere de manera urgente la desvinculación de su 

vehículo, para que pueda prestar el servicio en condiciones favorables.  

 

II. DERECHOS PRESUNTAMENTE VULNERADOS  

 

Aduce la parte actora que la entidad demandada se encuentra vulnerando su 

derecho fundamental de petición, por lo que solicita que se le tutele y se le ordene 

a la entidad accionada que resuelva la solicitud de desvinculación del vehículo de 

su propiedad, de la empresa AS REALES. 
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III. ACTUACION PROCESAL  

 

La presente acción de tutela fue admitida en providencia del 27 de Abril hogaño, 

en la cual se dispuso notificar a la Dirección de Tránsito y Transporte Regional 

Atlántico del Ministerio de Transporte, para que se pronunciara acerca de cada 

uno de los hechos referidos en el escrito constitucional.   

 

Igualmente se requirió al accionante, con el fin de que allegara el escrito del 

derecho de petición que dice remitió a la entidad accionada el 28 de Noviembre 

pasado, por cuanto el mismo no reposa en el expediente.  

 

IV. CONTESTACION A LA TUTELA  

  

DIRECCION TERRITORIAL ATLANTICO DEL MINISTERIO DE TRANSPORTE 

 

No emitió pronunció alguno respecto de este trámite constitucional. 

 

V. CONSIDERACIONES  

  

1. De la competencia  

  

Es competente este despacho judicial, para proferir sentencia dentro de la acción 

de tutela de la referencia con fundamento en el Artículo 86 de la C. P., en 

armonía con las normas contenidas en el Decreto 2591 de 1991.  

  

2. De la legitimación y procedencia de la acción de tutela  

  

2.1. Legitimación por activa  

 

Determina el Artículo 86 de la Constitución Política que la acción de tutela es un 

mecanismo de defensa al que puede acudir cualquier persona a fin de reclamar la 

protección de sus derechos fundamentales. En esta ocasión EFRAIN LOPEZ 

JEREZ solicita se ampare su prerrogativa constitucional de petición, por tanto, se 

encuentra legitimado para interponer el presente amparo constitucional.   

  

2.2. Legitimación por pasiva  

  

La Dirección Territorial Atlántico del Ministerio de Transporte es una entidad 

adscrita al Ministerio de Transporte, que ejecuta en el ámbito de su jurisdicción 

políticas, planes y programas aprobados por el Ministerio en cita, relacionados 

con el transporte y tránsito terrestre automotor y adoptar las medidas necesarias 

para su cumplimiento, por lo tanto, de conformidad con el Artículo 42 del Decreto 

2591 y la Corte Constitucional, se encuentra legitimada como parte pasiva, al 

imputarle responsabilidad en la presunta vulneración del derecho fundamental 

que invoca el actor. 
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3. Problema Jurídico  

  

Determinar ¿si la parte accionada vulneró el derecho fundamental de petición del 

accionante EFRAIN LOPEZ JEREZ, respecto a la solicitud que le elevara el 28 de 

Noviembre del 2022?  

 

4. Marco Jurisprudencial  

  

4.1.  De la acción de tutela  

  

El Artículo 86 de la Carta Política de Colombia, prevé que toda persona tendrá  

derecho a presentar acción de tutela, con el fin de reclamar ante los jueces, en 

todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí 

misma o por quien actúe en su nombre, la protección inmediata de sus derechos 

Constitucionales Fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o  

amenazados, por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o por quien 

preste servicios públicos.  

  

En términos del Artículo 86 constitucional, la acción de tutela es un mecanismo de 

defensa judicial que permite la protección inmediata de los derechos 

fundamentales de una persona, cuando la acción u omisión de cualquier 

autoridad pública o incluso de los particulares1, vulnera o amenaza tales derechos 

constitucionales2.  

  

Este mecanismo privilegiado de protección, es, sin embargo, residual y 

subsidiario.3, en concordancia con el artículo 6to. del Decreto 2591 de 1991, sólo 

procede la acción de tutela cuando (I) el afectado no dispone de otro medio de 

defensa judicial en el ordenamiento, caso en el cual la acción de tutela entra a 

salvaguardar de manera inmediata los derechos fundamentales invocados, o (II) 

cuando existiendo otro medio de defensa judicial, éste no resulta idóneo para el 

amparo de los derechos vulnerados o amenazados,4 o (III) cuando existiendo el 

medio idóneo alternativo de defensa judicial, la acción de tutela procede como 

mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable5 a los derechos 

fundamentales.  

 

4.2. Del derecho fundamental de petición 

 

El Art. 23 de la C. N. establece: "Toda persona tiene derecho a presentar 

peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o 

 
1 En los términos que señala el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.   
2 Corte Constitucional. SU-1070 de 2003. M.P. Jaime Córdoba Triviño.   
3 Ver entre otras las sentencias T-827 de 2003. M.P. Eduardo Montealegre Lynett; T-648 de 2005 M.P. Manuel José Cepeda 

Espinosa; T-1089 de 2005.M.P. Álvaro Tafur Gálvis; T-691 de 2005 M.P. Jaime Córdoba Triviño y T-015  de 2006 M.P. Manuel José 

Cepeda Espinosa.  
4 Lo que permite que la acción de tutela entre a proteger de manera directa los derechos presuntamente vulnerados.  
5 Sobre la procedencia de la acción de tutela como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, resultan 

relevantes las sentencias C-1225 de 2004, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa; SU-1070 de 2003, M.P. Jaime Córdoba Triviño; SU– 

544 de 2001 M.P. Eduardo Montealegre Lynett; T–1670 de 2000 M.P. Carlos Gaviria Díaz, y la T-225 de 1993 en la cual se sentaron 

la primeras directrices sobre la materia, que han sido desarrolladas por la jurisprudencia posterior. También puede consultarse la 

sentencia T-698 de 2004. M.P. Rodrigo Uprimny Yepes y la  sentencia T-827 de 2003. M.P. Eduardo Montealegre Lynett.  
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particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su 

ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos 

fundamentales". 

 

En consecuencia, previa la presentación de una petición ante cualquier autoridad, 

en el evento en que ésta no responda o resuelva, el peticionario puede, por medio 

de la acción de tutela, lograr que el funcionario cumpla con su deber de 

responder. El artículo 14 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso administrativo, modificado por el Artículo 1° de la Ley 1775 de 2015, 

señala que las peticiones se resolverán o contestarán dentro de los quince días 

siguientes a la fecha de su recibo y que cuando no fuere posible resolver o 

contestar dentro de dicho plazo, se deberá informar ello al interesado, expresando 

los motivos de la demora y señalando a la vez la fecha en que emitirá la 

respuesta.  

 

  De igual manera, el Artículo 21 ibídem preceptúa que si la autoridad a quien se 

dirige la petición no es la competente, informará de inmediato al interesado, 

remitirá la petición al competente y enviará copia del oficio remisorio al peticionario. 

Así mismo, advierte que los términos para decidir sobre la solicitud remitida se 

contarán a partir del día siguiente a la recepción de la petición por la autoridad 

competente. 

 

Respecto al derecho de petición la jurisprudencia nacional ha señalado:  

 

“(…) Así, pueden identificarse los componentes elementales del núcleo conceptual del 

derecho de petición que protege la Carta Fundamental de 1991, consistentes en la 

pronta contestación de las peticiones formuladas ante la autoridad pública, que 

deberá reunir los requisitos de suficiencia, efectividad y congruencia para que se 

entienda que ha resuelto de fondo y satisfecho la solicitud del peticionario.  

 

Respecto a los requisitos señalados, esta Entidad ha manifestado que una respuesta 

es suficiente cuando resuelve materialmente la petición y satisface los 

requerimientos del solicitante, sin perjuicio de que la respuesta sea negativa a 

las pretensiones del peticionario; es efectiva si la respuesta soluciona el caso que 

se plantea[4] (artículos 2, 86 y 209 de la C.P.); y es congruente si existe coherencia 

entre lo respondido y lo pedido, de tal manera que la solución verse sobre lo pedido y 

no sobre un tema semejante, sin que se excluya la posibilidad de suministrar 

información adicional que se encuentre relacionada con la petición propuesta-. 

(….) 

 

En conclusión, puede decirse que el derecho fundamental de petición propende por la 

interacción eficaz entre los particulares y las entidades públicas o privadas, obligando 

a éstas a responder de manera oportuna, suficiente, efectiva y congruente las 

solicitudes hechas por aquellos. Faltar a alguna de estas características se traduce 

entonces en la vulneración del derecho de petición.” 6 (Subraya y negrilla fuera de 

texto). 

 

 
6 Corte Constitucional Sentencia T- Sentencia T-587 del 27 de julio de 2006, M.P. JAIME ARAÚJO 

RENTERÍA. 
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Es así como en este mismo sentido, la Corte Constitucional en Sentencia T-044 

de 2019, dijo:  

 

“(…) Esta Corporación ha destacado además que la satisfacción del derecho de 

petición no depende, en ninguna circunstancia de la respuesta favorable a lo 

solicitado. De modo tal se considera que hay contestación, incluso si la 

respuesta es en sentido negativo y se explican los motivos que conducen a ello. 

Así las cosas se ha distinguido y diferenciado el derecho de petición del “el derecho a 

lo pedido”, que se emplea con el fin de destacar que “el ámbito de protección 

constitucional de la petición se circunscribe al derecho a la solicitud y a tener una 

contestación para la misma, [y] en ningún caso implica otorgar la materia de la 

solicitud como tal.(…)”. (Subraya y negrilla fuera de texto). 

 

De igual manera, la Corte Constitucional ha decantado jurisprudencialmente los 

elementos del derecho de petición, mismos que enuncia en sentencia T –146 de 

2012, en los siguientes términos: 

 
“(…) 2.2.3.  Derecho de petición, reiteración de jurisprudencia 
 
El artículo 23 de la Carta establece: “Toda persona tiene derecho a presentar 
peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular 
y a obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante 
organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales.".  
 
En repetidas ocasiones, la Corte Constitucional ha estudiado el contenido, ejercicio y 
alcance del derecho fundamental de petición. De este modo, ha concluido que el 
mismo constituye una herramienta determinante para la protección de otras 
prerrogativas constitucionales como son el derecho a la información, el acceso a 
documentos públicos, la libertad de expresión y el ejercicio de la participación de los 
ciudadanos en la toma de las decisiones que los afectan.  
 
En este sentido, en Sentencia T-12 de 1992,[20] la Corte señaló que el derecho de 
petición es "(…) uno de los derechos fundamentales cuya efectividad resulta 
indispensable para el logro de los fines esenciales del Estado, particularmente el 
servicio de la comunidad, la promoción de la prosperidad general, la garantía de los 
principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución y la participación de 
todos en las decisiones que los afectan, así como para asegurar que las autoridades 
cumplan las funciones para las cuales han sido instituídas (artículo 2o. Constitución 
Política)".  
 
Ahora bien, en cuanto al contenido de esta garantía, entiende esta Corporación que: 
 
 “(…) el ejercicio de derecho de petición comienza con la posibilidad de dirigirse 
respetuosamente a las autoridades, tal y como lo señala el primer enunciado 
normativo del artículo 23 cuando señala que ‘Todo (sic) persona tiene derecho a 
presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general 
(...)’.  
 
Esta solicitud desencadena la actuación correspondiente, esto es, que dentro de un 
término razonable, se profiera una decisión de fondo, el cual constituye un segundo 
elemento integrado a la noción del derecho que el artículo 23 superior recoge- “y a 
obtener pronta resolución”-.  
 
Además, como tercer enunciado, encontramos el segundo parágrafo de la 
disposición constitucional que señala que la ley “podrá reglamentar su ejercicio ante 
organización privadas para garantizar los derechos fundamentales”. Es decir, la 
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reglamentación de estos tres elementos identifican e individualizan el derecho 
fundamental.”  
 
Por otra parte, como consecuencia del desarrollo jurisprudencial del derecho de 
petición, esta Corporación sintetizó las reglas para su protección, en los siguientes 
términos: 
 
“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los 
mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se 
garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la 
participación política y a la libertad de expresión. 
 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y 
oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la 
autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe 
resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. 
ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos 
requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional 
fundamental de petición. 
 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni 
tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita. 
 
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a 
quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones 
privadas cuando la ley así lo determine.  
 
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante 
particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un 
servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición 
opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de 
petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho 
fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige 
contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental 
solamente cuando el Legislador lo reglamente. 
 
g). En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene 
la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se 
acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para 
resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y 
ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular 
deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la 
contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será 
determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la 
complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado 
las decisiones de los jueces de instancia que ordena responder dentro del término 
de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de 
las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. 
 
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación 
de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio 
administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de 
petición.  
  
i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una 
expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-
294 de 1997 y T-457 de 1994.” 
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En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el 
derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la 
cuestión.[23] Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al 
accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una 
solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de 
petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva 
petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo 
presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud 
presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).” 
 
En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de 
respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido 
que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención 
de la pronta resolución de la petición.  
 
Sin embargo, se debe aclarar que, el derecho de petición no implica una prerrogativa 
en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir 
favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe 
entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al 
peticionario, aunque la respuesta sea negativa. Esto quiere decir que la resolución a 
la petición, “(…) producida y comunicada dentro de los términos que la ley señala, 
representa la satisfacción del derecho de petición, de tal manera que, si la autoridad 
ha dejado transcurrir los términos contemplados en la ley sin dar respuesta al 
peticionario, es forzoso concluir que vulneró el derecho pues la respuesta tardía, al 
igual que la falta de respuesta, quebranta, en perjuicio del administrado, el mandato 
constitucional.” 

 

4.3.  Derecho de petición por medios electrónicos  

 
El ordenamiento jurídico prevé diversas normas que regulan el tema de las 

nuevas tecnologías incorporadas tanto en los procedimientos, como en las 

actuaciones judiciales y administrativas, una de ellas es la Ley 527 de 1999 

“Por medio de la cual se define y reglamenta el acceso y uso de los 

mensajes de datos, del comercio electrónico y de las firmas digitales, y se 

establecen las entidades de certificación y se dictan otras disposiciones”. 

De igual forma, la ley 1562 de 2012 “Por medio de la cual se expide el 

Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones”, dispone, que 

es deber tanto de las partes como sus apoderados, señalar el lugar físico o 

el correo electrónico donde recibirán notificaciones. Por tal motivo, las 

personas jurídicas de derecho privado y los comerciantes inscritos en el 

registro mercantil deben registrar en la Cámara de Comercio la dirección 

física y electrónica donde recibirán las notificaciones, y es ahí donde 

deberán remitirse las comunicaciones en aras de no vulnerar el debido 

proceso y el derecho de defensa. 

 

En la Sentencia C-012 de 2013, la Corte Constitucional estableció la 

importancia de las notificaciones realizadas a través de correo electrónico. 

Sobre ello adujo: 

 

“… Se señaló que en el marco de las competencias del legislador, es legítimo 

que éste adecúe el sistema de notificaciones a los nuevos y mejores avances 
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tecnológicos, ya que es necesario actualizar los regímenes jurídicos para 

darle fundamento al intercambio electrónico de datos, como ocurrió con la Ley 

527 de 1999, o el artículo 29 de la Ley 794 de 2003. No obstante lo anterior, la 

jurisprudencia ha reconocido también que, en la incorporación de los avances 

tecnológicos en los procesos de notificación, no puede perderse de vista el fin 

del mismo, que consiste en lograr comunicar al sujeto, las actuaciones 

judiciales o administrativas que puedan interesarle. 

También la sentencia C-624 de 2007, en la que se estudió una demanda 

contra el artículo 45 de la Ley 1111 de 2006, que modificó el artículo 565 del 

Estatuto Tributario, citado anteriormente, la Corte reiteró la constitucionalidad 

de los mecanismos de notificación electrónica, estableciendo que “estas 

normas están estrechamente relacionadas con la materialización del debido 

proceso administrativo en los procedimientos tributarios, aduaneros y 

cambiarios, en tanto prevén mecanismos eficaces para la notificación de las 

actuaciones de la administración”. 

Esta jurisprudencia fue recordada en la sentencia C-980 de 2010, al señalar 

que, tal y como lo ha reconocido la Corte en múltiples decisiones, en el marco 

de los diferentes tipos de notificación dispuestas por el legislador, la que se 

realiza por correo, incluido el electrónico, representa un mecanismo 

adecuado, idóneo y eficaz, que garantiza el principio de publicidad y el debido 

proceso, porque es una manera legítima de poner en conocimiento de un 

determinado proceso o actuación administrativa, a los sujetos interesados”. 

Recientemente, la Corte Constitucional en la Sentencia T-230 de 2020 

estableció la importancia de canalizar las peticiones a través de los medios 

tecnológicos, imponiendo unos deberes a las entidades, tales como: (i) 

Adoptar los medios tecnológicos para tramitar y resolver las solicitudes, y, (ii) 

Gestionar todas las peticiones que se alleguen vía fax o por medios 

electrónicos. Al respecto indicó: 

 

Por su parte, los medios electrónicos son herramientas que permiten la 

producción, almacenamiento o transmisión digitalizada de documentos, datos 

e informaciones, a través de cualquier red de comunicación abierta o 

restringida. Esta última supone un diálogo entre sujetos –al menos un emisor y 

un receptor– en el que se da una transmisión de señales que tienen un código 

común5. Estas herramientas tecnológicas se encuentran contenidas en las 

Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (TIC), que son “el 

conjunto de recursos, herramientas, equipos, programas informáticos, 

aplicaciones, redes y medios, que permiten la compilación, procesamiento, 

almacenamiento, transmisión de información como voz, datos, texto, video e 

imágenes.”6 Dentro de estos servicios se resaltan los de telemática e 

informática en los que se ubica la Internet7, hoy por hoy, medio que, por 

excelencia, facilita la transmisión de información y comunicaciones entre la 

población. 

(…) En este orden de ideas, el CPACA no se limita a unos canales 

específicos para permitir el ejercicio del derecho de petición, sino que, en su 

lugar, adopta una formulación amplia que permite irse adecuando a los 

constantes avances tecnológicos en materia de TIC´s. En otras palabras, el 

marco normativo que regula el derecho de petición abre la puerta para que 
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cualquier tipo de medio electrónico que sea idóneo para la comunicación o 

transferencia de datos, pueda ser tenido como vía para el ejercicio de esta 

garantía superior8. 

(…) La información y contenido que se encuentre en un mensaje de datos 

tienen plena eficacia probatoria, dada la integridad que se predica de dicho 

instrumento (siempre que su contenido no se hubiere alterado), característica 

que puede satisfacerse a partir de los sistemas de protección de la 

información como la criptografía y las firmas electrónicas9. Frente al grado de 

confiabilidad del mensaje, se debe precisar que este “será determinado a la 

luz de los fines para los que se generó la información y de todas las 

circunstancias relevantes del caso.”10 Al respecto, la Corte manifestó que 

“los documentos electrónicos están en capacidad de brindar similares niveles 

de seguridad que el papel y, en la mayoría de los casos, un mayor grado de 

confiabilidad y rapidez, especialmente con respecto a la identificación del 

origen y el contenido de los datos, siempre que se cumplan los requisitos 

técnicos y jurídicos plasmados en la ley.”11 

 

5 Gobierno en Línea en: http://centrodeinnovacion.gobiernoenlinea.gov.co/es/investigaciones/los-medios-
electronicos-como- herramienta-estrategica-de-la-comunicacion-publica 
6 Artículo 6 de la Ley 1341 de 2009 “Por la cual se definen principios y conceptos sobre la sociedad de la información 
y la organización de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones –TIC–, se crea la Agencia Nacional 
de Espectro y se dictan otras disposiciones.” 
7 En la Sentencia T-013 de 2008, se definió el Internet como “el conjunto de redes interconectadas que permiten la 
comunicación y el desarrollo de numerosos servicios, como la transmisión, depósito, clasificación, 
almacenamiento, recuperación y tránsito de información de manera ilimitada.” 

8 En la Sentencia C-951 de 2014, la Corte indicó que cualquier otro medio idóneo para el ejercicio del derecho de 
petición se determina por su utilidad “para comunicar o trasmitir información con una redacción abierta y dúctil, [lo] 
que permite que la disposición se actualice con las distintas tecnologías que puedan llegar a crearse para 
la comunicación y trasferencia de datos y sea válido su uso para ejercer el derecho de petición, sin que 
esas herramientas innovadoras pero idóneas para el efecto se conviertan en espacios vedados para ejercer el 
derecho de petición” (se resalta por fuera del original). 
9 Sentencia C-662 de 2000. 

 

En este orden de ideas, las peticiones formuladas a través de mensajes de 

datos en los diferentes medios electrónicos habilitados por la autoridad 

pública –siempre que permitan la comunicación–, deberán ser recibidos y 

tramitados tal como si se tratara de un medio físico. 

 

“Por lo demás, los mensajes de datos que se utilicen, siguiendo los mismos 

parámetros básicos del ejercicio del derecho de petición, deberán poder 

determinar quién es el solicitante y que esa persona sea quien en definitiva 

aprueba el contenido enviado. Sobre el particular, el artículo 7 de la precitada 

Ley 527 de 1999 establece que la identificación del sujeto en un documento se 

podrá realizar mediante (i) la constatación del método utilizado, el cual deberá 

identificar al iniciador de la comunicación, a la vez que tendrá que permitir 

inferir la aprobación de su contenido. Aunado a ello, (ii) dicho método deberá 

ser “tanto confiable como apropiado para el propósito por el cual el mensaje 

fue generado o comunicado”12. En general, este tipo de medios exigen 

sistemas de protección de la información como la criptografía (posibilidad de 

crear un perfil con una contraseña que solo conozca el titular de la cuenta) o 

también la firma digital, esto es, un tipo de firma electrónica acreditada que 

http://centrodeinnovacion.gobiernoenlinea.gov.co/es/investigaciones/los-medios-electronicos-como-herramienta-estrategica-de-la-comunicacion-publica
http://centrodeinnovacion.gobiernoenlinea.gov.co/es/investigaciones/los-medios-electronicos-como-herramienta-estrategica-de-la-comunicacion-publica
http://centrodeinnovacion.gobiernoenlinea.gov.co/es/investigaciones/los-medios-electronicos-como-herramienta-estrategica-de-la-comunicacion-publica
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ofrece seguridad sobre la identidad del firmante y la autenticidad de los 

documentos en que se utiliza13”. 

 

5. Del Caso en concreto  

 

Abordando el caso en estudio, se advierte que el accionante el 28 de Noviembre 

del año 2022, radicó ante la Dirección Territorial Atlántico del Ministerio de 

Transporte, una solicitud pretendido la desvinculación de un vehículo de su 

propiedad, por medio del radicado 20223032174752, pero a la fecha dicha 

petición no ha sido resuelta a pesar de haber cumplido todos los requerimientos. 

 

De otro lado, se tiene que la accionada no se pronunció respecto del presente 

trámite constitucional, y en esa medida se tendrá por cierto lo manifestado por el 

actor en cuanto a que presentó la petición, que lo fue como se dejó dicho en el 

párrafo anterior el 28 de Noviembre de 2022 y que la misma versaba sobre la 

desvinculación del vehículo de placas WFC 278, ello a la luz de lo dispuesto en el 

Art. 20 del Decreto 2591 de 1991, más aún cuando se observa que la solicitud de 

desvinculación fue presentada en línea a través de un link del Ministerio de 

Transporte, tal como se corrobora con la primera captura de pantalla inmersa en 

el escrito de tutela, que reposa en el archivo pdf No. 001 del expediente digital, 

misma que quedó radicada con el No. 20223032174752. 

De igual manera es importante manifestar, que de la captura de pantalla a la que 

se ha venido haciendo referencia, se extrae el número de radicado ya 

relacionado, también que la petición fue elevada por el señor EFRAIN LOPEZ 

JEREZ, que se dirigió a la Dirección Territorial Atlántico del Ministerio de 

Transporte utilizando la sigla DT ATLANTICO, además que se creó o radicó el 

28/11/2022, fecha que coincide con la que menciona el accionante en el escrito 

de tutela, así como en el asunto se consignó que se trata de una solicitud de 

desvinculación como lo asegura también el peticionario en la demanda, amén de 

que, el despacho al ingresar al link que se relaciona en el escrito de tutela, que 

corresponde al Ministerio de Transporte, encontró con que es factible radicar por 

cualquier ciudadano PQRSD tendientes a obtener la resolución de consultas, de 

manera que ese medio se configura idóneo para esta clase de solicitudes, esto 

es, para presentar derechos de petición, el cual en este caso se entiende 

presentado, se itera el 28 de Noviembre pasado. 

 

Así mismo se evidencia, que frente a la petición a la que se ha venido haciendo 

referencia, el actor elevó un requerimiento también en línea, el 28 de Diciembre 

del mismo año, que quedó radicado con el No. 20223032335682, obedeciendo a 

que la petición del 28 de Noviembre de 2022, no había tenido respuesta, lo 

anterior, de acuerdo con la segunda captura de pantalla que obra en la demanda, 

nada de lo cual logró desvirtuar la encartada, pues bien pudo demostrar que lo 

descrito no se acompasa con la realidad, no obstante optó por mantenerse en 

silencio frente a los hechos que motivaron la presentación de la acción.   
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Todo lo anteriormente expuesto, se trae a colación para predicar que para este 

juzgador, no existe duda alguna, que la parte actora, sí radicó el 28 de noviembre 

de 2022, un derecho de petición ante la entidad accionada y si bien, no se allegó 

copia del escrito incoado, a pesar de haberle sido requerido al actor en el auto 

que admitió la presente acción, lo cierto es, que según lo manifestado en el libelo, 

el mismo persigue la desvinculación de un vehículo, circunstancia fáctica que se 

tendrá por cierta, en la medida que no fue desvirtuada por el accionado, quien se 

reitera, guardó silencio en el traslado otorgado, lo que configura se de aplicación 

al principio de presunción de veracidad, ello claro está, partiendo del hecho cierto 

y como quedó probado, que sí fue radicado el derecho de petición al que se ha 

hecho referencia.  

 
Teniendo claridad acerca de la radicación del derecho de petición impetrado, y 

que la fecha en que ello ocurrió fue el 28 de Noviembre del año inmediatamente 

anterior, según la prueba documental arrimada por el peticionario, sobre el 

particular ha de decirse que el término con que contaba el accionado para darle 

respuesta, a estas alturas se encuentra más que vencido, que lo era de 15 días, y 

toda vez que no obra dentro del expediente una contestación al mismo, 

advirtiendo que si bien es cierto, ésta no debe corresponder a una respuesta 

positiva frente a las pretensiones del petente, también lo es que, sí se requiere 

que se expida una contestación, pero no se evidencia conducta alguna que 

establezca que se haya procedido conforme lo expuesto, razón por la cual se 

accederá a la pretensión de amparo incoada, toda vez que en esa medida sí se 

está violentando el derecho fundamental de petición del actor, en consecuencia el 

Despacho lo tutelará, ordenando al accionado que en el término máximo e 

improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta 

decisión, proceda a darle contestación al derecho de petición presentado por el 

señor EFRAIN LOPEZ JEREZ el 28 de Noviembre del 2022, sobre la 

desvinculación del vehículo de placas WFC 278, misma que debe ser clara, 

congruente y de fondo, y a su vez notificarla a la dirección reportada para recibir 

notificaciones en la solicitud de petición.  

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO VEINTICUATRO CIVIL MUNICIPAL DE 

BUCARAMANGA, administrando justicia en nombre de la República y por 

autoridad de la ley,   

FALLA:  

 

          PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental de petición del accionante 

EFRAIN LOPEZ JEREZ, conforme a las motivaciones de este fallo. 

 

SEGUNDO: ORDENAR a la DIRECCIÓN TERRITORIAL ATLÁNTICO DEL 

MINISTERIO DE TRANSPORTE, que en el término máximo e 

improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la 

notificación de esta decisión, si aún no lo hubiere hecho, proceda a 

dar respuesta clara, congruente y de fondo al derecho de petición 

presentado en línea, el 28 de Noviembre del 2022, por el señor 
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EFRAIN LOPEZ JEREZ, mediante el cual solicita la desvinculación 

del vehículo de placas WFC 278, respuesta que debe ser notificada 

a la dirección reportada para recibir notificaciones en la solicitud de 

petición, lo anterior por las razones expuestas en la parte motiva de 

esta providencia. 

 

          TERCERO:  Notifíquese esta providencia en la forma prevista en los Arts. 30 del 

Decreto 2591 de 1991 y 5 del Decreto 306 de 1992. 

 

           CUARTO:  Si no fuere impugnado el presente fallo, remítase el expediente a la 

Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión, como lo 

ordena el Art. 31 del Decreto 2591 de 1991. 
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